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RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO

Por medio de la cual se aprueban las Enmiendas de la Convención sobre el Comercio

Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres, firmada

 

*Resumen de Notas de Vigencia*

NOTAS DE VIGENCIA:

1. Enmiendas y Ley aprobotoria declaradas EXEQUIBLES por la Corte Constitucional

mediante Sentencia C-012-04 de 20 de enero de 2004, Magistrada Ponente Dra.

Clara Inés Vargas Hernández.

 
EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Visto el texto de las Enmiendas de la Convención sobre el Comercio Internacional

de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres, firmada en Washington, D. C.,

el 3 de marzo de 1973, adoptadas en Bonn, Alemania, el 22 de junio de 1979 y en

Gaborone, Botswana, el 30 de abril de 1983, que a la letra dice:

(Para ser trascrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro de los Instrumentos

Internacionales mencionados).
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ENMIENDA
Conforme al artículo XVII de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de

Fauna y Flora Silvestres, firmada en Washington, D. C., el 3 de marzo de 1973, se convocó a una reunión

extraordinaria de la Conferencia de las Partes en Bonn (República Federal de Alemania), el 22 de junio de

1979.

Las siguientes partes estuvieron representadas: Alemania (República Federal de), Botswana, Canadá, Chile,

Costa Rica,  Dinamarca,  Ecuador,  Egipto,  Estados Unidos de América,  Finlandia,  Francia,  India,  Kenya,

Nigeria, Noruega, Panamá, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, Senegal, Sudáfrica, Suecia,

Suiza, Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas y Zaire.

Con la mayoría de los dos tercios de las Partes presentes y votantes, la Conferencia de las Partes adoptó la

siguiente enmienda de la Convención.

Se deben agregar al  final del subpárrafo a) del párrafo 3o del Artículo XI de la Convención las palabras y

adoptar disposiciones financieras.

 
Bonn, 22 de junio de 1979.
Peter H. Sand,

 

Secretario General.

Copie certifiée conforme a loriginal déposé dans les archives de la Confédération suisse.

Berne, le 30 juillet 1979.

 
Pour le Département fédéral des affaires étrangéres.
 
(Rubin)
 
Chef de la Section des traités internationaux.
 
ENMIENDA
Conforme al artículo XVII de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de

Fauna  y  Flora  Silvestres,  firmada en  Washington,  D.  C.,  le  3  de  mars  de  1973 se  convocó  a  una  reunión

extraordinaria de la Conferencia de las Partes en Gaborone (Botswana) el 30 de abril de 1983.



Las siguientes Partes estuvieron representadas: Argentina, Australia, Austria, Bahamas, Botswana, Brasil,

Canadá, Chile, China, Dinamarca, Estados Unidos de América, Finlandia, Francia, Gambia, Guyana, India,

Indonesia, Israel, Italia, Japón, Kenya, Liberia, Madagascar, Malaví, Malasia, Mozambique, Nepal, Noruega,

Pakistán, Papua Nueva Guínea, Paraguay; Perú, Portugal, República Federal de Alemania, República Unida

del Camerún, Rwanda, St.  Lucía, Senegal,  Sudán, Sudáfrica, Suecia, Suiza, Togo, Unión de Repúblicas

Socialistas Soviéticas, Reino Unido de Gran Bretaña, e Irlanda del Norte, Uruguay, Venezuela y Zambia.

Con la mayoría de los dos tercios de las Partes presentes y votantes, la Conferencia de las Partes adoptó

una enmienda al artículo XXI de la Convención añadiendo los 5 siguientes párrafos después de las palabras

Gobierno Depositario.

1. La presente Convención estará abierta a la adhesión de cualquier organización de integración económica

regional  constituida  por  Estados  Soberanos  con  competencia  para  negociar,  concluir  y  hacer  aplicar

acuerdos internacionales relativos a cuestiones que les hayan sido remitidas por sus Estados Miembros y

que están cubiertas por la Presente Convención.

2. En sus instrumentos de adhesión dichas organizaciones declararán su grado de competencia en los

asuntos cubiertos por la Convención. Estas organizaciones informarán asimismo al Gobierno Depositario de

cualquier  modificación  sustancial  en  su  grado  de  competencia.  Las  notificaciones  enviadas  por  las

organizaciones que tengan por objetivo una integración económica regional en relación con su competencia

en los asuntos cubiertos por esta Convención y las modificaciones a dicha competencia serán distribuidas a

las Partes por el Gobierno Depositario.

3.  En  los  asuntos  de  su  competencia,  esas  organizaciones  ejercerán  los  derechos  y  cumplirán  las

obligaciones que la Convención atribuye a sus Estados Miembros, que son Partes de la Convención. En esos

casos, los Estados Miembros de esas organizaciones no podrán ejercer tales derechos individualmente.

4.  En  los  ámbitos  de  su  competencia,  las  organizaciones  que  tengan  por  objetivo  una  integración

económica regional ejercerán sus derechos de voto con un número de votos igual al número de sus Estados

Miembros que son Partes de la Convención. Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de voto en el

caso de que sus Estados Miembros ejerzan el suyo, y viceversa.

5.  Cualquier  referencia  a  una  Parte  en  el  sentido  del  artículo  I  h)  de  la  presente  Convención,  a

Estado/Estados o a Estado Parte/Estados Partes de la Convención será interpretada como incluyendo una

referencia a cualquier organización de integración económica regional con competencia para negociar,

concluir y hacer aplicar acuerdos internacionales en los asuntos cubiertos por la presente Convención.

Gland, 17 de mayo de 1983. El Secretario General,



Eugene Lapointe.

Copie certifiée conforme á loriginal déposé dans les archives de la Confédération suisse.

Berne, le 29 juillet 1983.

Pour le Département Fédéral des affaires étrangéres

 
(Rubin) Chef de la Section des traités internationaux.
 
ENMIENDAS DE LA CONVENCION SOBRE EL COMERCIO INTERNACIONAL DE ESPECIES AMENAZADAS D E
FAUNA Y FLORA SILVESTRES, FIRMADA EN Washington, D. C., el 3 de marzo de 1973, adoptadas en Bonn,
Alemania, el 22 de junio de 1979 y en Gaborone, Botswana, el 30 de abril de 1983.
 
Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 150 numeral 16 y 189

numeral 2 de la Constitución Política de la República de Colombia, tenemos el honor de someter a su

consideración el Proyecto de ley, por medio de la cual se aprueban las Enmiendas de la Convención sobre el

Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres, firmada en Washington, D. C.,

el 3 de marzo de 1973, adoptadas en Bonn, Alemania, el 22 de junio de 1979 y en Gaborone, Botswana, el

30 de abril de 1983.

La Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (CITES)

fue hecha en Washington, el 3 de marzo de 1973 y entró en vigor general el primero (1o) de julio de 1975,

siendo Colombia parte desde el 29 de noviembre de 19811.

Esta  Convención  establece,  básicamente,  la  reglamentación  del  comercio  internacional  de  especies

amenazadas de fauna y flora silvestres con miras a su protección contra la explotación excesiva. A la fecha

dos enmiendas han sido aprobadas por las Conferencias de las Partes: la primera de ellas llevada a cabo en

Bonn, Alemania, el 22 de junio de 1979 y, la segunda de ellas en Gaborone, Botswana, el 30 de abril de

1983.

La  Enmienda  aprobada  en  1979  tiene  como  fin  incluir  dentro  de  las  funciones  de  la  Conferencia  de  las

Partes, la adopción de disposiciones financieras, de tal manera que siendo la Conferencia el máximo órgano

del Convenio, en el cual participan todas las Partes contratantes, se le atribuyen facultades para tratar y

decidir sobre asuntos de tipo financiero en el marco del Convenio.

Cabe señalar que esta Enmienda está en vigor desde el 13 de abril de 1987 cuando se alcanzó el número

mínimo de  ratificaciones  previstas  en  la  Convención.  Con  la  Enmienda  se  adecuaron  las  facultades  de  la

Conferencia a la práctica generalizada en el ámbito de los Acuerdos Multilaterales Ambientales, pues como



ya se ha mencionado, esta es el órgano supremo de la Convención, que decide sobre todo tipo de asuntos

dentro de los cuales era importante incluir los de tipo financiero.

La Enmienda aprobada en 1983 abre la Convención para la adhesión de Organizaciones de Integración

Económica Regional formadas por Estados soberanos y regula, entre otros aspectos, lo relacionado con los

derechos y obligaciones de los miembros y el sistema de votación.

La apertura de la Convención a organizaciones de integración económica regional, como por ejemplo la

Unión  Europea,  permitirá  realizar  una  gestión  regional  más  coordinada,  en  la  medida  en  que  esos

organismos podrán estar facultados para negociar, concluir y hacer aplicar acuerdos internacionales en

materias relacionadas con el objeto de la Convención.

La adhesión de Colombia a esta enmienda podrá ser vista como un gesto de apoyo a la Unión Europea, la

cual ha sido aliada de nuestro país en varias de las posiciones adoptadas con relación al objeto de la

Convención.

Por los anteriores motivos, el Gobierno Nacional de la República de Colombia, a través del Ministro de

Relaciones Exteriores y de la Viceministra del Medio Ambiente, encargada de las funciones del Despacho

del Ministro, solicita al honorable Congreso Nacional que apruebe las enmiendas de la convención sobre el

comercio internacional de especies amenazadas de fauna y flora silvestres, firmada en Washington, D. C.,

el 3 de marzo de 1973, adoptadas en Bonn, Alemania, el 22 de junio de 1979 y en Gaborone, Botswana, el

30 de abril de 1983.

 
De los honorables Senadores y Representantes,

 
El Ministro de Relaciones Exteriores,

GUILLERMO FERNÁNDEZ DE SOTO.

 
La Viceministra del Medio Ambiente, encargada del Despacho del Ministro,

CLAUDIA MARTÍNEZ ZULETA.

 
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

 
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA



 
Bogotá, D. C., 13 de julio de 2001.

Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Nacional para los efectos constitucionales.

 
(Fdo.)

ANDRÉS PASTRANA ARANGO

 
La Viceministra de América y Soberanía Territorial, encargada de las funciones del Despacho del señor

Ministro de Relaciones Exteriores,

(FDO.) CLEMENCIA FORERO UCRÓS

 
 

DECRETA:

ARTÍCULO 1o. Apruébase las Enmiendas de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies

Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres, firmada en Washington, D. C., el 3 de marzo de 1973, adoptadas

en Bonn, Alemania, el 22 de junio de 1979 y en Gaborone, Botswana, el 30 de abril de 1983.

 
ARTÍCULO 2o. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1o de la Ley 7a de 1944, las Enmiendas de la

Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres, firmada

en Washington, D. C., el 3 de marzo de 1973, adoptadas en Bonn, Alemania, el 22 de junio de 1979 y en

Gaborone, Bot swana, el 30 de abril de 1983, que por el artículo primero de esta ley se aprueban, obligarán

al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto de las mismas.

 
ARTÍCULO 3o. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
 

Dada en Bogotá, D. C., a los…

 
Presentado al honorable Congreso de la República por los suscritos Ministro de Relaciones Exteriores y

Viceministra del Medio Ambiente, encargada de las funciones del Despacho del Ministro.

 
El Ministro de Relaciones Exteriores,



GUILLERMO FERNÁNDEZ DE SOTO.

 
La Viceministra del Medio ambiente, encargada de las funciones del Despacho del Ministro,

CLAUDIA MARTÍNEZ ZULETA.

 
LEY 424 DE 1998

(enero13)

Por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

ARTÍCULO 1o. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará anualmente a las Comisiones

Segundas de Relaciones Exteriores de Senado y Cámara y dentro de los primeros treinta días calendario

posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un informe pormenorizado acerca de cómo

se están cumpliendo y desarrollando los Convenios Internacionales Vigentes suscritos por Colombia con

otros Estados.

ARTÍCULO  2o.  Cada  dependencia  del  Gobierno  Nacional  encargada  de  ejecutar  los  Tratados

Internacionales de su competencia y requerir la reciprocidad en los mismos, trasladará la información

pertinente al Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

ARTÍCULO 3o. El texto completo de la presente ley se incorporará como anexo a todos y cada uno de los

convenios Internacionales que el Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del Congreso.

ARTÍCULO 4o. La presente ley rige a partir de su promulgación.

 
 

El Presidente del honorable Senado de la República,

AMYLKAR ACOSTA MEDINA.

 
 

El Secretario General del honorable Senado de la República,

PEDRO PUMAREJO VEGA.



 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

CARLOS ARDILA BALLESTEROS.

 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

DIEGO VIVAS TAFUR.

 
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 
 

Publíquese y ejecútese.

Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

 
 

ERNESTO SAMPER PIZANO

 
 

La Ministra de Relaciones Exteriores,

MARÍA EMMA MEJÍA VÉLEZ.

 
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

 
Bogotá, D. C., 13 de julio de 2001.

Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Nacional para los efectos constitucionales.

 
 

(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

 
 
La Viceministra de América y Soberanía Territorial, encargada de las funciones del Despacho del Señor
Ministro de Relaciones Exteriores,
(FDO.) CLEMENCIA FORERO UCRÓS



 
DECRETA:

ARTÍCULO 1A. Apruébanse las Enmiendas de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies

Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres, firmada en Washington, D. C., el 3 de marzo de 1973, adoptadas

en Bonn, Alemania, el 22 de junio de 1979 y en Gaborone, Botswana, el 30 de abril de 1983.

ARTÍCULO 2A. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1o de la Ley 7a de 1944, las Enmiendas de la

Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres, firmada

en Washington, D. C., el 3 de marzo de 1973, adoptadas en Bonn, Alemania, el 22 de junio de 1979 y en

Gaborone, Botswana, el 30 de abril de 1983, que por el artículo primero de esta ley se aprueban, obligarán

al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto de las mismas.

ARTÍCULO 3A. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.

 
 

El Presidente del honorable Senado de la República,

LUIS ALFREDO RAMOS BOTERO.

 
El Secretario General del honorable Senado de la República,

EMILIO RAMÓN OTERO DAJUD.

 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

WILLIAM VÉLEZ MESA.

 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

ANGELINO LIZCANO RIVERA.

 
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 
COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE.

Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al artículo 241-10 de la Constitución Política.

Dada en Bogotá, D. C., a 27 de mayo de 2003.

 



 
ÁLVARO URIBE VÉLEZ

 
 

La Ministra de Relaciones Exteriores,

CAROLINA BARCO ISAKSON.

 
La Ministra de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial,

CECILIA RODRÍGUEZ GONZÁLEZ-RUBIO.

 
REPUBLICA DE COLOMBIA

 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

 
ENMIENDAS DE LA CONVENCIÓN SOBRE EL COMERCIO INTERNACIONAL DE ESPECIES AMENAZADAS DE

FAUNA Y FLORA SILVESTRES, firmada en Washington, D. C., el 3 de marzo de 1973, adoptadas en Bonn,

Alemania, el 22 de junio de 1979 y en Gaborone, Botswana, el 30 de abril de 1983.

 

 
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

 
Bogotá, D. C., 13 de julio de 2001

Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Nacional para los efectos constitucionales.

 
ANDRES PASTRANA ARANGO

 
La Viceministra de América y Soberanía Territorial, encargada de las funciones del Despacho del señor

Ministro de Relaciones Exteriores,

CLEMENCIA FORERO UCRÓS,

 



Viceministra de América y Soberanía Territorial, encargada de las funcionesdel Despacho del señor Ministro

de Relaciones Exteriores.

 

LEY 0806 DE 2003
LEY 806 DE 2003

 

LEY 806 DE 2003
 

(abril 28 DE 2003)

Por la cual se conmemoran los cien años de la consagración de Colombia a Jesucristo y a su Sagrado

Corazón.

 
 

El Congreso de Colombia

 

DECRETA:

 
Artículo 1°. Declárese la presente Ley de Honores en conmemoración de los cien años de la consagración

de Colombia a Jesucristo y a su Sagrado Corazón, consagración liderada por los diversos sectores de la

Sociedad, el 22 de junio de 1902 como propuesta nacional de paz, luego de la guerra civil de los mil días, el

21 de noviembre del mismo año.

 

Artículo 2o. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación.

 

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-0806-de-2003/


 

El Presidente del honorable Senado de la República,

Luís Alfredo Ramos Botero.

 

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

William Vélez Mesa.

 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 28 de abril de 2003.

 

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

 

La Ministra de Cultura,

María Consuelo Araújo Castro.

 



LEY 0805 DE 2003
LEY 805 DE 2003

 

LEY 805 DE 2003
(abril 11)

Diario Oficial No. 45173, de 29 de abril de 2003

Por la cual se transforma la naturaleza jurídica de la Universidad Militar Nueva

Granada.

*Resumen de Notas de Vigencia*

NOTAS DE VIGENCIA:

1. Mediante la Sentencia C-121-03 de 18 de febrero de 2003, Magistrada Ponente

Dra. Clara Inés Vargas Hernández, la Corte Constitucional efectuó "la revisión

constitucional a los artículos 1 y 2 del  proyecto de Ley No. 78 de 2001 –

Senado de la República,  161 de 2001 -Cámara de Representantes–, "Por la cual se

transforma la naturaleza jurídica de la Universidad Militar Nueva Granada"; las

cuales encontró infundadas.

 
El Congreso de la República

DECRETA:

CAPITULO I.

ARTÍCULO  1o.  NATURALEZA.  La  Universidad  Militar  Nueva  Granada  es  un  ente

Universitario Autónomo del orden nacional, con régimen orgánico especial, cuyo

objeto principal es la educación superior y la investigación, dirigidas a elevar

la preparación académica de los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía

Nacional, en actividad o en retiro; los empleados civiles del sector defensa, los

familiares de todos los anteriores, y los particulares que se vinculen a la

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-0805-de-2003/


universidad. Vinculado al Ministerio de Educación Nacional, en lo que a las

políticas y a la planeación del sector educativo se refiere.

 
ARTÍCULO 2o. AUTONOMÍA. En razón de su misión y de su régimen especial la

Universidad  Militar  Nueva  Granada,  es  una  persona  jurídica  con  autonomía

académica, administrativa y financiera, patrimonio independiente, con capacidad

para  gobernarse,  designar  sus  propias  autoridades,  elaborar  y  manejar  su

presupuesto de acuerdo con las funciones que le correspondan y dictar sus normas

y reglamentos conforme a la presente ley.

 
ARTÍCULO 3o. FINES.
a) Ofrecer formación superior y profundizar en la formación integral  de los miembros de las Fuerzas

Militares y de la Policía Nacional, en actividad o retiro, a los empleados civiles del sector Defensa, a los

familiares de los anteriores y a los particulares que se vinculen a la universidad, capacitándolos para

cumplir las funciones profesionales, investigativas y de servicio social que requiere el país;

b) Colaborar con los institutos de formación y capacitación de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional,

en el desarrollo de los programas que ellos adopten para la capacitación de su personal;

c) Prestar apoyo y asesoría en los órdenes científico y de educación al sector Defensa y a las entidades e

instituciones que lo soliciten;

d)  Trabajar  por  la  creación,  el  desarrollo  y  la  transmisión  del  conocimiento  en  todas  sus  formas  y

expresiones, y promover su utilización en todos los campos para solucionar las necesidades del país y del

sector Defensa;

e) Fortalecer en su población académica y estudiantil, la formación y compromiso en los principios y fines

constitucionales, con miras a garantizar profesionales que desarrollen y contribuyan a la sostenibilidad

democrática del Estado;

f) Desarrollar programas de educación formal y no formal en cualquiera de las modalidades educativas,

especialmente para atender las necesidades de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional;

g)  Promover  la  unidad  nacional,  la  descentralización,  la  integración  regional  y  la  cooperación

interinstitucional, con miras a que las diversas zonas del país, dispongan de los recursos humanos y de las

tecnologías apropiadas que les permitan atender adecuadamente sus necesidades;



h) Propiciar y participar en el estudio y solución de asuntos de interés para las Fuerzas Militares y la Policía

Nacional, independientemente, o en asocio con entidades que persigan fines similares;

i) Ampliar las oportunidades de acceso a la educación superior y a la educación no formal; j) Fomentar la

cooperación con entidades de similar fin, tanto nacionales como internacionales.

 
ARTÍCULO 4o. INSPECCIÓN Y VIGILANCIA. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 211 de la Constitución

Política de Colombia, el Presidente de la República podrá delegar en el Ministro de Educación Nacional, las

funciones de Inspección y Vigilancia en lo que compete a la Universidad Militar Nueva Granada.

 
CAPITULO II.

PATRIMONIO Y RENTAS.

ARTÍCULO 5o. INGRESOS Y PATRIMONIO. Los ingresos, rentas y patrimonio de la Universidad Militar Nueva

Granada estarán constituidos por:

a) Las partidas que con destino a ella se incluyan en el Presupuesto General de la Nación;

b) Los bienes muebles e inmuebles,  los derechos materiales e inmateriales que le pertenecen o que

adquiera a cualquier título;

c) Las rentas que reciba por concepto de matrículas, inscripciones y demás derechos;

d) Los bienes que como persona jurídica adquiera a cualquier título.

 
ARTÍCULO 6o.  AUTONOMÍA  FINANCIERA  Y  PRESUPUESTAL.  Para  los  fines  definidos  en  la  presente  ley,  la

Universidad Militar Nueva Granada, tiene autonomía para usar, gozar y disponer de los bienes y rentas que

conforman su patrimonio, para programar aprobar y ejecutar su propio presupuesto en los términos que

defina la Ley orgánica de presupuesto y la correspondiente ley anual teniendo en cuanta su naturaleza y

régimen jurídico especial.

Los bienes de la Universidad Militar Nueva Granada son imprescriptibles e inembargables.

Para la administración y manejo de los recursos generados por actividades académicas, de investigación,

de asesoría o de extensión, la Universidad podrá crear fondos de manejo especial con el fin de garantizar el

fortalecimiento de las funciones propias de la institución. Su manejo y administración serán conforme a la



ley y los estatutos generales de la Universidad.

 
 

CAPITULO III.

ORGANIZACIÓN Y AUTORIDADES.

 
ARTÍCULO 7o. GOBIERNO DE LA UNIVERSIDAD. La dirección de la Universidad Militar Nueva Granada

corresponde al Consejo Superior Universitario, al Consejo Académico y al Rector.

 
ARTÍCULO 8o.  DEL CONSEJO SUPERIOR UNIVERSITARIO.  En razón de su régimen especial  el  Consejo

Superior de la Universidad Militar Nueva Granada es el máximo organismo de dirección de la Universidad y

está integrado por:

a) El Ministro de Defensa o el Viceministro, quien lo presidirá; b) El Ministro de Educación Nacional o su

delegado; c) El Comandante de las Fuerzas Militares o el Jefe del Estado Mayor Conjunto de la Fuerzas

Militares; d) El Director de la Escuela Superior de Guerra; e) El Director de la Escuela Militar de Cadetes

José María Córdova; f) Un delegado designado por el presidente de la República que haya tenido vínculos

con el  sector Universitario o de Defensa; g) Un representante de las directivas académicas; h) Un

representante de los  docentes; i)  Un representante de los  estudiantes; j)  Un representante de los

egresados; k) Un ex Rector de la Universidad Militar.

PARÁGRAFO 1o. El Rector de la Universidad Militar asistirá a las reuniones del Consejo Superior con voz

pero sin voto y el Vicerrector General de la Universidad actuará como Secretario del Consejo.

PARÁGRAFO 2o. El Consejo Superior Universitario reglamentará entre otros asuntos, las calidades, elección,

período  de  permanencia,  derechos,  obligaciones,  inhabilidades  e  incompatibilidades  de  los  miembros

contemplados en los literales g), h), i), j) y k).

PARÁGRAFO 3o. En ausencia del Ministro de Defensa y del Viceministro de Defensa, los miembros del

Consejo Superior Universitario presentes y que constituyan quórum, podrán designar un Presidente ad hoc

para dirigir la respectiva reunión.

 
ARTÍCULO  9o.  FUNCIONES.  Son  funciones  del  Consejo  Superior  Universitario:  a)  Definir  las  políticas



académicas  y  administrativas  y  la  planeación  institucional;  b)  Definir  la  organización  académica,
administrativa  y  financiera  de  la  Institución;
c) Velar porque la marcha de la institución esté acorde con las disposiciones legales, el estatuto general y

las políticas institucionales;

d) Expedir o modificar los estatutos y reglamentos de la institución; e) Designar y remover al Rector en la

forma que  prevean  los  estatutos; f)  Aprobar  el  presupuesto  de  la  Institución; g)  Darse  su  propio

reglamento; h) Las demás que le señalen la ley y los estatutos de la Universidad.

 
ARTÍCULO 10. El Consejo Superior de la Universidad Militar Nueva Granada en un término no mayor de

cinco (5) meses contados a partir de la fecha de expedición de la presente ley, adoptará el estatuto general

de la  Universidad de acuerdo con las  normas vigentes de educación superior  en el  que señalará la

estructura  orgánica  de la  Universidad que comprende entre  otras  la  existencia  del  Consejo  Superior

Universitario y el Consejo Académico, acordes con su naturaleza y campos de acción.

 
 

CAPITULO IV.

DEL PERSONAL DOCENTE Y ADMINISTRATIVO.

 
ARTÍCULO 11. DEL PERSONAL DOCENTE. Para el desarrollo de sus programas investigativos, de docentes y

de extensión, el personal docente de la Universidad Militar Nueva Granada estará conformado por:

a) Profesores de carrera, en las categorías de auxiliar, asistente, asociado y titular; los cuales podrán ser de

dedicación exclusiva, tiempo completo, medio tiempo y de cátedra;

b) Profesores Especiales, ocasionales, visitantes, honorarios y ad honorem.

PARÁGRAFO 1o. Los profesores especiales, ocasionales y visitantes no pertenecen a la carrera docente, ni

son servidores públicos, y se vinculan a la Universidad para períodos determinados mediante orden de

prestación de servicios, pero para los efectos organizacionales se consideran personal académico.

 
ARTÍCULO 12. DE LA CARRERA DOCENTE. Para ingresar a la carrera docente Universitario es indispensable

haber sido seleccionado mediante concurso y haber obtenido evaluación favorable. del desempeño según lo

determine el estatuto docente.



 
ARTÍCULO 13. DEL ESTATUTO DOCENTE. El estatuto docente de la Universidad Militar Nueva Granada,
expedido por el  Consejo superior  Universitario,  determinará entre otras: a) Régimen de vinculación,,
promoción,  categorías,  retiro,  y  demás  situaciones  administrativas;  b)  Derechos  obligaciones,
inhabilidades, incompatibilidades, distinciones y estímulos; c) Establecimiento de un sistema de evaluación
del desempeño del docente universitario; d) Régimen disciplinario.
 
ARTÍCULO  14.  DEL  RÉGIMEN  PRESTACIONAL  Y  SALARIAL  DEL  PERSONAL  DOCENTE.  Los  profesores

universitarios de carrera son empleados públicos amparados por el régimen especial consagrado en el

artículo 77 de la Ley 30 de 1992 y las normas que lo adicionan, modifiquen o sustituyan.

 
ARTÍCULO 15. DEL PERSONAL ADMINISTRATIVO. El personal administrativo vinculado a la Universidad

Militar Nueva Granada, será: De libre nombramiento y remoción, de Carrera Administrativa o Trabajadores

Oficiales.

Son  empleados  de  libre  nombramiento  y  remoción,  quienes  desempeñen  cargos  de  dirección,  confianza,

supervisión,  vigilancia  y  manejo.  Son  trabajadores  oficiales  quienes  desempeñan  actividades  de  la

construcción y sostenimiento de obras y las actividades previstas en los estatutos como susceptibles de tal

vinculación.

 
ARTÍCULO 16. DEL RÉGIMEN DEL PERSONAL ADMINISTRATIVO. El régimen del personal administrativo de la

Universidad Militar que expida el Consejo Superior deberá contener como mínimo y de acuerdo con las

normas  vigentes  sobre  la  materia,  los  derechos,  obligaciones,  inhabilidades  e  incompatibilidades,

situaciones administrativas y régimen disciplinario y estará basado en criterios de selección e ingreso, y

promoción por concurso y evaluación sistemática y periódica.

 
 

CAPITULO V.

DE LOS ESTUDIANTES

ARTÍCULO 17. CARÁCTER DE ESTUDIANTE. La calidad de estudiante se reconocerá a quienes hayan sido

admitidos a programas de pregrado, de postgrado, extensión y educación continuada que cumplan los

requisitos definidos por la universidad y se encuentren debidamente matriculados. Esta calidad únicamente

se perderá o se suspenderá en los casos que específicamente determine los reglamentos.



El Consejo Superior Universitario, adoptará el estatuto estudiantil que regulará al menos los siguientes

aspectos: requisitos de inscripción, admisión y matrícula, derechos y deberes, distinciones e incentivos,

régimen disciplinario y demás aspectos académicos de conformidad con las normas vigentes.

 
 

CAPITULO VI.

OTRAS DISPOSICIONES

ARTÍCULO  18.  PROGRAMAS  DE  EXTENSIÓN.  La  extensión  comprende  los  programas  de  educación

permanente, cursos, seminarios y demás programas destinados a la difusión de los conocimientos, al

intercambio de experiencias, así como las actividades de servicio tendientes a procurar el bienestar general

de la comunidad y la satisfacción de las necesidades de la sociedad.

 
ARTÍCULO 19. RÉGIMEN CONTRACTUAL. La Universidad Militar Nueva Granada está facultada para celebrar

toda clase de contratos de acuerdo a su naturaleza y objetivos. Los contratos que para el cumplimiento de

sus funciones celebre la Universidad Militar Nueva Granada se regirán por las normas de derecho privado y

sus efectos estarán sujetos a las normas civiles y comerciales, según la naturaleza de los contratos, salvo

los contratos de empréstito los cuales se someterán a las reglas previstos para ellos en el estatuto de

contratación  para  la  administración  pública  y  las  disposiciones  que  lo  modifiquen,  complementen  o

sustituyan.  Lo  anterior  sin  perjuicio  de  que  la  Universidad  pueda  aplicar  las  normas  generales  de

contratación administrativa.

PARÁGRAFO. La Universidad podrá participar en la constitución de personas o entidades de tipo asociativo o

fundacional, con otras personas públicas o privadas, naturales o jurídicas, con el objeto de contribuir al

mejor  cumplimiento  de  sus  fines  en  los  campos  de  la  docencia,  la  investigación  y  la  extensión  de

conformidad  con  las  normas  legales.

 
ARTÍCULO 20. SISTEMAS DE CONTROL Y EVALUACIÓN. Se establecerán sistemas de control interno de la

gestión y evaluación de resultados. El Consejo Superior Universitario reglamentará lo pertinente.

 
ARTÍCULO 21. CARÁCTER DE LOS MIEMBROS DE LOS CUERPOS COLEGIADOS. Los miembros de los cuerpos

colegiados que por la presente ley se establecen y de los que se establezcan por estatutos, así se llamen



representantes  o  delegados,  están  obligados  a  actuar  en  beneficio  de  toda  la  universidad  y  en  función

exclusiva del bienestar y progreso de la misma en consonancia con lo dispuesto en los artículos 123 y 209

de la Constitución Nacional.

 
ARTÍCULO 22. APLICACIÓN DE NORMAS. Se aplicarán a la Universidad Militar Nueva Granada todas las

normas de la Ley 30 de 1992 o las que la modifiquen o sustituyan.

 
ARTÍCULO 23. TRANSICIÓN. Con el fin de facilitar la aplicación de las disposiciones de la presente ley, se

establecen las siguientes normas de transición:

a)  Mientras  se  adoptan  los  estatutos  general,  de  personal  académico,  estudiantil  y  de  personal

administrativo, continuarán aplicándose los estatutos y demás disposiciones que sobre las mismas materias

se encuentren vigentes. Mientras se integran los organismos y se designan las autoridades que constituyen

el gobierno de la universidad conforme a la presente ley, continuarán ejerciendo sus funciones los actuales

organismos y autoridades con la composición y el origen que prevén las normas vigentes, con anterioridad

a la presente ley y asumirán las atribuciones que le confiere esta ley;

b) El  Consejo Superior Universitario,  con la conformación prevista hasta la entrada en vigencia de la

presente  ley,  reglamentará  el  procedimiento  de  designación  de  los  miembros  de  ese  organismo de

conformidad con los criterios establecidos en la presente ley.

 
ARTÍCULO 24. A partir de la vigencia de la presente ley, el régimen de prestaciones sociales y asistenciales

aplicable al personal administrativo de la Universidad Militar Nueva Granada será: el siguiente:

a) Para quienes se vinculen con posterioridad a la vigencia de la presente ley se les aplicará el régimen

ordinario de los servidores públicos;

b) Para quienes se encuentren vinculados a la Universidad Militar Nueva Granada a la entrada en vigencia

de la presente ley, se les respetará el régimen prestacional bajo el cual estaban sometidos.

 
ARTÍCULO 25. La presente ley rige a partir de la fecha de su expedición y deroga todas las disposiciones

que le sean contrarias.

 



El Presidente del honorable Senado de la República,

Luis Alfredo Ramos Botero.

 
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

William Vélez Mesa.

 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

 
 

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.

Dada en Bogotá, D. C., a 11 de abril de 2003.

 
ÁLVARO URIBE VÉLEZ

 
La Ministra de Defensa Nacional,

Marta Lucía Ramírez de Rincón.

 
La Ministra de Educación Nacional,

Cecilia María Vélez White.
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LEY 804 DE 2003
(abril 1o.)

Diario Oficial No. 45.146, de 2 de abril de 2003

Por medio de la cual se aprueba el Convenio Internacional para la Represión de

los Atentados Terroristas Cometidos con Bombas, adoptado por la Asamblea General

de las Naciones Unidas, el quince (15) de diciembre de mil novecientos noventa y

siete (1997).

*Resumen de Notas de Vigencia*

NOTAS DE VIGENCIA:

2. Mediante el Decreto 105 de 2005, publicado en el Diario Oficial No. 45.798 de

21 de enero de 2005, "… se promulga el "Convenio Internacional para la Represión

de los Atentados Terroristas cometidos con Bombas", adoptado por la Asamblea

General de las Naciones Unidas el quince (15) de diciembre de mil novecientos

noventa y siete (1997)"

1. Ley y Convenio declarados EXEQUIBLES por la Corte Constitucional mediante

Sentencia C-1055-03 de 11 de noviembre de 2003, Magistrado Ponente Dr. Marco

Gerardo Monroy Cabra.

 
EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Vistos los textos del Convenio Internacional para la Represión de los Atentados

Terroristas  Cometidos  con  Bombas,  adoptado  por  la  Asamblea  General  de  las

Naciones Unidas el quince (15) de diciembre de mil novecientos noventa y siete

(1997).

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-0804-de-2003/


(Para ser trascrito:  Se adjunta fotocopia del  texto íntegro del  Instrumento Internacional  mencionado).

Convenio Internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos con bombas

 
Los Estados Partes en el presente Convenio,
Teniendo  presentes  los  propósitos  y  principios  de  la  Carta  de  las  Naciones  Unidas  relativos  al

mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales y al fomento de las relaciones de amistad y buena

vecindad y la cooperación entre los Estados,

Observando con  profunda  preoupación  que  se  intensifican  en  todo  el  mundo los  atentados  terroristas  en

todas sus formas y manifestaciones,

Recordando la Declaración con motivo del cincuentenario de las Naciones Unidas, de 24 de octubre de

1995,

Recordando también la Declaración sobre medidas para eliminar el terrorismo internacional, que figura en

el anexo de la Resolución 49/60 de la Asamblea General, de 9 de diciembre de 1994, en la que, entre otras

cosas,  "los  Estados  Miembros  de  las  Naciones  Unidas  reafirman  solemnemente  y  condenan  en  términos

inequívocos  todos  los  actos,  métodos  y  prácticas  terroristas  por  considerarlos  criminales  e  injustificables,

dondequiera y quienquiera los cometa, incluidos los que ponen en peligro las relaciones de amistad entre

los Estados y los pueblos y amenazan la integridad territorial y la seguridad de los Estados",

Observando que en la Declaración se alienta además a los Estados "a que examinen con urgencia el

alcance de las disposiciones jurídicas internacionales vigentes sobre prevención, represión y eliminación del

terrorismo  en  todas  sus  formas  y  manifestaciones,  a  fin  de  asegurar  la  existencia  de  un  marco  jurídico

global que abarque todos los aspectos de la cuestión",

Recordando además la Resolución 51/210 de la Asamblea General, de 17 de diciembre de 1996, y la

Declaración  complementaria  de  la  Declaración  de  1994  sobre  medidas  para  eliminar  el  terrorismo

internacional, que figura en el anexo de esa resolución,

Observando también que los atentados terroristas con explosivos u otros artefactos mortíferos se están

generalizando cada vez más,

Observando asimismo que las disposiciones jurídicas multilaterales vigentes no bastan para hacer frente

debidamente a esos atentados,

Convencidos de la necesidad urgente de que se intensifique la cooperación internacional entre los Estados

con miras a establecer y adoptar medidas eficaces y prácticas para prevenir  esos atentados terroristas y

enjuiciar y castigar a sus autores,



Considerando que  la  comisión  de  esos  atentados  es  motivo  de  profunda preocupación  para  toda  la

comunidad internacional,

Observando que las actividades de las fuerzas militares de los Estados se rigen por normas de derecho

internacional situadas fuera del marco del presente Convenio y que la exclusión de ciertos actos del ámbito

del  presente  Convenio  no  condona  ni  legitima  de  manera  alguna  actos  ilícitos,  ni  obsta  para  su

enjuiciamiento en virtud de otras leyes,

Han acordado lo siguiente:

 
ARTÍCULO 1o. A los fines del presente Convenio:

1. Por "instalación del Estado" se entiende toda instalación o vehículo permanente o provisional, cualquiera

que sea su ubicación, utilizado u ocupado por representantes de un Estado, miembros del gobierno, el

poder  legislativo  o  el  judicial,  funcionarios  o  empleados  de  una  entidad  estatal  o  administrativa  o

funcionarios o empleados de una organización intergubernamental a los efectos del desempeño de sus

funciones oficiales.

2. Por "instalación de infraestructura" se entiende toda instalación de propiedad pública o privada que se

utilice para prestar o distribuir servicios al público, como los de abastecimiento de agua, alcantarillado,

energía, combustible o comunicaciones.

3. Por "artefacto explosivo u otro artefacto mortífero" se entiende:

a) Un arma o artefacto explosivo o incendiario que obedezca al propósito de causar o pueda causar la

muerte, graves lesiones corporales o grandes daños materiales, o

b) El arma o artefacto que obedezca al propósito de causar o pueda causar la muerte o graves lesiones

corporales o grandes daños materiales mediante la emisión, la propagación o el impacto de productos

químicos tóxicos, agentes o toxinas de carácter biológico o sustancias similares o radiaciones o material

radiactivo.

4.  Por  "fuerzas  militares  de  un  Estado"  se  entienden  las  fuerzas  armadas  de  un  Estado  que  estén

organizadas, entrenadas y equipadas con arreglo a la legislación nacional primordialmente a los efectos de

la defensa y la seguridad nacionales y las personas que actúen en apoyo de esas fuerzas armadas que

estén bajo su mando, control y responsabilidad oficiales.

5. Por "lugar de uso público" se entienden las partes de todo edificio, terreno, vía pública, curso de agua u

otro emplazamiento que sea accesible  o  esté abierto al  público de manera permanente,  periódica u

ocasional,  e  incluye  todo  lugar  comercial,  empresarial,  cultural,  histórico,  educativo,  religioso,



gubernamental, de entretenimiento, recreativo o análogo que sea accesible en tales condiciones o esté

abierto al público.

6.  Por  "red de transporte público"  se entienden todas las  instalaciones,  vehículos  e  instrumentos de

propiedad pública o privada que se utilicen en servicios públicos o para servicios públicos a los efectos del

transporte de personas o mercancías.

 
ARTÍCULO 2o.
1. Comete delito en el sentido del presente Convenio quien ilícita e intencionadamente entrega, coloca,

arroja o detona un artefacto o sustancia explosivo u otro artefacto mortífero en o contra un lugar de uso

público,  una  instalación  pública  o  de  gobierno,  una  red  de  transporte  público  o  una  instalación  de

infraestructura:

a) Con el propósito de causar la muerte o graves lesiones corporales, o

b) Con el propósito de causar una destrucción significativa de ese lugar, instalación o red que produzca o

pueda producir un gran perjuicio económico.

2. También constituirá delito la tentativa de cometer cualquiera de los delitos enunciados en el párrafo 1.

3. También comete delito quien: a) Participe como cómplice en la comisión de un delito enunciado en los

párrafos 1o 2,o b) Organice o dirija a otros a los efectos de la comisión del delito enunciado en los párrafos

1 o 2, o

c) Contribuya de algún otro modo a la comisión de uno o más de los delitos enunciados en los párrafos 1 o

2 por un grupo de personas que actúe con un propósito común; la contribución deberá ser intencional y

hacerse  con  el  propósito  de  colaborar  con  los  fines  o  la  actividad  delictiva  general  del  grupo  o  con

conocimiento  de  la  intención  del  grupo  de  cometer  el  delito  o  los  delitos  de  que  se  trate.

 
ARTÍCULO 3o.
Salvo lo dispuesto en los artículos 10 a 15, según corresponda, el presente Convenio no será aplicable

cuando el delito se haya cometido en un Estado, el presunto delincuente y las víctimas sean nacionales de

ese Estado y el presunto culpable se halle en el territorio de ese Estado y ningún otro Estado esté facultado

para ejercer la jurisdicción con arreglo a lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 del artículo 6o.

 
ARTÍCULO  4o. Cada  Estado  Parte  adoptará  las  medidas  que  sean  necesarias  para: a)  Tipificar,  con



arreglo a su legislación interna, los actos indicados en el artículo 2 del presente Convenio; b) Sancionar
esos delitos con penas adecuadas en las que se tenga en cuenta su naturaleza grave.
 
ARTÍCULO 5o.
Cada Estado Parte adoptará las medidas que resulten necesarias, incluida, cuando proceda, la adopción de

legislación interna, para que los actos criminales comprendidos en el ámbito del presente Convenio, en

particular los que obedezcan a la intención o el propósito de crear un estado de terror en la población en

general,  en  un  grupo  de  personas  o  en  determinadas  personas,  no  puedan  justificarse  en  circunstancia

alguna por consideraciones de índole política, filosófica, ideológica, racial, étnica, religiosa u otra similar y

sean sancionados con penas acordes a su gravedad.

 
ARTÍCULO 6o.
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para establecer su jurisdicción respecto de

los delitos enunciados en el artículo 2 cuando estos sean cometidos:

a) En el territorio de ese Estado, o

b) A bordo de un buque que enarbole el  pabellón de ese Estado o de una aeronave matriculada de

conformidad con la legislación de ese Estado en el momento de la comisión del delito, o

c) Por un nacional de ese Estado. 2. Un Estado Parte podrá también establecer su jurisdicción respecto de

cualquiera de tales delitos cuando: a) Sea cometido contra un nacional de ese Estado, o

b) Sea cometido en o contra una instalación gubernamental en el extranjero, inclusive una embajada u otro

local diplomático o consular de ese Estado, o

c) Sea cometido por un apátrida que tenga residencia habitual en el territorio de ese Estado, o d) Sea

cometido con el propósito de obligar a ese Estado a realizar o abstenerse de realizar un determinado acto,

o e) Sea cometido a bordo de una aeronave que sea explotada por el gobierno de ese Estado.

3.  Cada Estado Parte,  al  ratificar,  aceptar  o  aprobar  el  Convenio  o  adherirse  a  él,  notificará  al  Secretario

General de las Naciones Unidas que ha establecido su jurisdicción con arreglo al párrafo 2 y de conformidad

con  su  legislación  nacional  y  notificará  inmediatamente  al  Secretario  General  los  cambios  que  se

produzcan.

4. Cada Estado Parte tomará asimismo las medidas necesarias para establecer su jurisdicción respecto de

los delitos enunciados en el artículo 2o., en los casos en que el presunto delincuente se halle en su territorio

y dicho Estado no conceda la extradición a ninguno de los Estados Partes que hayan establecido su

jurisdicción de conformidad con los párrafos 1 o 2.



5. El presente Convenio no excluye el ejercicio de la jurisdicción penal establecida por un Estado Parte de

conformidad con su legislación interna.

 
ARTÍCULO 7o.
1. El Estado Parte que reciba información que indique que en su territorio puede encontrarse el culpable o

presunto culpable de un delito enunciado en el artículo 2 tomará inmediatamente las medidas que sean

necesarias de conformidad con su legislación nacional para investigar los hechos comprendidos en esa

información.

2. El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre el delincuente o presunto delincuente, si estima que las

circunstancias lo justifican, tomará las medidas que corresponda conforme a su legislación nacional a fin de

asegurar la presencia de esa persona a efectos de enjuiciamiento o extradición.

3. Toda persona respecto de la cual se adopten las medidas mencionadas en el párrafo 2 tendrá derecho a:

a) Ponerse sin demora en comunicación con el representante más próximo que corresponda del Estado del

que sea nacional o al que competa por otras razones proteger los derechos de esa persona o, si se trata de

un apátrida, del Estado en cuyo territorio resida habitualmente;

b) Ser visitada por un representante de dicho Estado; c) Ser informada de los derechos previstos en los

incisos a) y b).

4. Los derechos a que se hace referencia en el párrafo 3 se ejercitarán de conformidad con las leyes y los

reglamentos del Estado en cuyo territorio se halle el delincuente o presunto delincuente, a condición de que

esas leyes y esos reglamentos permitan que se cumpla plenamente el propósito de los derechos indicados

en el párrafo 3.

5. Lo dispuesto en los párrafos 3 y 4 se entenderá sin perjuicio del derecho de todo Estado Parte que, con

arreglo al párrafo 1 c) o el párrafo 2 c) del artículo 6, pueda hacer valer su jurisdicción a invitar al Comité

Internacional de la Cruz Roja a ponerse en comunicación con el presunto delincuente y visitarlo.

6. El Estado Parte que, en virtud del presente artículo, detenga a una persona notificará inmediatamente la

detención y las circunstancias que la justifiquen a los Estados Partes que hayan establecido su jurisdicción

de conformidad con los párrafos 1 y 2 del artículo 6 y, si lo considera conveniente, a todos los demás

Estados Partes interesados, directamente o por intermedio del Secretario General de las Naciones Unidas.

El Estado que proceda a la investigación prevista en el párrafo 1 informará sin dilación de los resultados de

esta a los Estados Partes mencionados e indicará si se propone ejercer su jurisdicción.



 
ARTÍCULO 8o.
1. En los casos en que sea aplicable el artículo 6o., el Estado Parte en cuyo territorio se encuentre el

presunto delincuente, si no procede a su extradición, estará obligado a someter sin demora indebida el

caso a sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento, según el procedimiento previsto en la

legislación de ese Estado, sin excepción alguna y con independencia de que el delito haya sido o no

cometido en su territorio. Dichas autoridades tomarán su decisión en las mismas condiciones que las

aplicables a cualquier otro delito de naturaleza grave de acuerdo con el derecho de tal Estado.

2. Cuando la legislación de un Estado Parte le permita proceder a la extradición de uno de sus nacionales o

entregarlo de otro modo sólo a condición de que sea devuelto a ese Estado para cumplir la condena que le

sea impuesta de resultas del juicio o procedimiento para el cual se pidió su extradición o su entrega, y ese

Estado y el que solicita la extradición están de acuerdo con esa opción y las demás condiciones que

consideren  apropiadas,  dicha  extradición  o  entrega  condicional  será  suficiente  para  cumplir  la  obligación

enunciada en el párrafo 1.

 
ARTÍCULO 9o.
1. Los delitos enunciados en el artículo 2o. se considerarán incluidos entre los que dan lugar a extradición

en todo tratado de extradición concertado entre Estados Partes con anterioridad a la entrada en vigor del

presente Convenio. Los Estados Partes se comprometen a incluir tales delitos como casos de extradición en

todo tratado sobre la materia que concierten posteriormente entre sí.

2. Cuando un Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de un tratado reciba de otro Estado

Parte, con el que no tenga concertado un tratado, una solicitud de extradición, podrá, a su elección,

considerar el presente Convenio como la base jurídica necesaria para la extradición con respecto a los

delitos previstos en el artículo 2o. La extradición estará sujeta a las demás condiciones exigidas por la

legislación del Estado al que se ha hecho la solicitud.

3. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado reconocerán los delitos

enunciados en el artículo 2o. como casos de extradición entre ellos, con sujeción a las condiciones exigidas

por la legislación del Estado al que se haga la solicitud.

4.  De  ser  necesario,  a  los  fines  de  la  extradición  entre  Estados  Partes  se  considerará  que  los  delitos

enunciados en el artículo 2 se han cometido no sólo en el lugar en que se perpetraron sino también en el

territorio de los Estados que hayan establecido su jurisdicción de conformidad con los párrafos 1 y 2 del

artículo 6o.

5. Las disposiciones de todos los tratados de extradición vigentes entre Estados Partes con respecto a los



delitos enumerados en el artículo 2o. se considerarán modificadas entre esos Estados en la medida en que

sean incompatibles con el presente Convenio.

 
ARTÍCULO 10.
1. Los Estados Partes se prestarán la mayor asistencia posible en relación con cualquier investigación,

proceso penal o procedimiento de extradición que se inicie con respecto a los delitos enunciados en el

artículo 2, incluso respecto de la obtención de todas las pruebas necesarias para el proceso que obren en

su poder.

2. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumban en virtud del párrafo 1 de conformidad

con los tratados u otros acuerdos de asistencia judicial recíproca que existan entre ellos. En ausencia de

esos  tratados  o  acuerdos,  los  Estados  Partes  se  prestarán  dicha  asistencia  de  conformidad  con  su

legislación nacional.

 
ARTÍCULO 11.
A  los  fines  de  la  extradición  o  de  la  asistencia  judicial  recíproca  ninguno  de  los  delitos  enunciados  en  el

artículo 2 se considerará delito político, delito conexo a un delito político ni delito inspirado en motivos

políticos.  En  consecuencia,  no  podrá  rechazarse  una  solicitud  de  extradición  o  de  asistencia  judicial

recíproca  formulada  en  relación  con  un  delito  de  ese  carácter  por  la  única  razón  de  que  se  refiere  a  un

delito político, un delito conexo a un delito político o un delito inspirado en motivos políticos.

 
ARTÍCULO 12.
Nada de lo dispuesto en el presente Convenio se interpretará en el sentido de que imponga una obligación

de extraditar o de prestar asistencia judicial recíproca si el Estado al que se presenta la solicitud tiene

motivos fundados para creer que la solicitud de extradición por los delitos enunciados en el artículo 2 o de

asistencia judicial recíproca en relación con esos delitos se ha formulado con el fin de enjuiciar o castigar a

una  persona  por  motivos  de  raza,  religión,  nacionalidad,  origen  étnico  u  opinión  política,  o  que  el

cumplimiento de lo solicitado podría perjudicar la situación de esa persona por cualquiera de esos motivos.

 
ARTÍCULO 13.
1. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en el territorio de un Estado Parte y

cuya presencia se solicite en otro Estado Parte para fines de prestar testimonio o de identificación o para

que ayude a obtener pruebas necesarias para la investigación o el enjuiciamiento de delitos previstos en el



presente Convenio podrá ser trasladada si se cumplen las condiciones siguientes:

a) Da libremente su consentimiento informado, y b) Las autoridades competentes de ambos Estados están

de acuerdo, con sujeción a las condiciones que consideren apropiadas.

 

2. A los efectos del presente artículo:

a) El Estado al que sea trasladada la persona estará autorizado y obligado a mantenerla detenida, salvo que

el Estado desde el que fue trasladada solicite o autorice otra cosa;

b) El Estado al que sea trasladada la persona cumplirá sin dilación su obligación de devolverla a la custodia

del Estado desde el que fue trasladada según convengan de antemano o de otro modo las autoridades

competentes de ambos Estados;

c) El Estado al que sea trasladada la persona no exigirá al Estado desde el que fue trasladada que inicie

procedimientos de extradición para su devolución;

d) Se tendrá en cuenta el tiempo que haya permanecido detenida la persona trasladada en el Estado al que

lo haya sido a los efectos del cumplimiento de la condena que le haya sido impuesta en el Estado desde el

que fue trasladada.

 
3. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar una persona de conformidad con el

presente artículo esté de acuerdo, dicha persona, cualquiera sea su nacionalidad, no podrá ser procesada,

detenida ni sometida a ninguna otra restricción de su libertad personal en el territorio del Estado al que sea

trasladada en relación con actos o condenas anteriores a su salida del territorio del Estado desde el que fue

trasladada.

 
ARTÍCULO 14.
Toda persona que se encuentre detenida o respecto de la cual se adopte cualquier medida o sea encausada

con arreglo al presente Convenio gozará de un trato equitativo, incluido el goce de todos los derechos y

garantías  de  conformidad  con  la  legislación  del  Estado  en  cuyo  territorio  se  encuentre  y  con  las

disposiciones  pertinentes  del  derecho  internacional,  incluido  el  derecho  internacional  en  materia  de

derechos humanos.

 



ARTÍCULO 15.
Los Estados Partes cooperarán en la prevención de los delitos previstos en el artículo 2, en particular:

a) Mediante la adopción de todas las medidas practicables, entre ellas, de ser necesario, la de adaptar su

legislación nacional para impedir que se prepare en sus respectivos territorios la comisión de dichos delitos

tanto dentro como fuera de ellos y contrarrestar la preparación de dichos delitos, incluida la adopción de

medidas para prohibir en sus territorios las actividades ilegales de personas, grupos y organizaciones que

promuevan, instiguen, organicen o financien a sabiendas los enunciados en el artículo 2 o participen en su

preparación;

b) Mediante el intercambio de información precisa y corroborada, de conformidad con su legislación interna,

y la coordinación de medidas administrativas y de otra índole adoptadas, según proceda, para impedir que

se cometan los delitos previstos en el artículo 2o.;

c)  Cuando  proceda,  mediante  la  investigación  y  el  desarrollo  relativos  a  métodos  de  detección  de

explosivos y otras sustancias nocivas que puedan provocar muertes o lesiones corporales; mediante la

celebración de consultas acerca de la preparación de normas para marcar los explosivos con el objeto de

identificar  su  origen  al  investigar  explosiones,  y  mediante  el  intercambio  de  información  sobre  medidas

preventivas, la cooperación y la transferencia de tecnología, equipo y materiales conexos.

 
ARTÍCULO 16.
El Estado Parte en el que se entable una acción penal contra el presunto delincuente comunicará, de

conformidad con su legislación nacional o sus procedimientos aplicables, el resultado final de esa acción al

Secretario General de las Naciones Unidas, quien transmitirá la información a otros Estados Partes.

 
ARTÍCULO 17.
Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumben en virtud del presente Convenio de manera

compatible con los principios de la igualdad soberana, la integridad territorial  de los Estados y la no

intervención en los asuntos internos de otros Estados.

 
ARTÍCULO 18.
Nada de lo dispuesto en el presente Convenio facultará a un Estado Parte para ejercer su jurisdicción en el

territorio de otro Estado Parte ni para realizar en él funciones que estén exclusivamente reservadas a las

autoridades de ese otro Estado Parte por su derecho interno.



 
ARTÍCULO 19.
1.  Nada de  lo  dispuesto  en  el  presente  Convenio  menoscabará  los  derechos,  las  obligaciones  y  las

responsabilidades de los Estados y de los individuos con arreglo al derecho internacional, en particular los

propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas y el derecho internacional humanitario.

2. Las actividades de las fuerzas armadas durante un conflicto armado, según se entienden esos términos

en el derecho internacional humanitario y que se rijan por ese derecho, no estarán sujetas al presente

Convenio y tampoco lo estarán las actividades realizadas por las fuerzas militares de un Estado en el

cumplimiento  de  sus  funciones  oficiales,  en  la  medida  en  que  se  rijan  por  otras  normas  del  derecho

internacional.

 
ARTÍCULO 20.
1. Las controversias que surjan entre dos o más Estados Partes con respecto a la interpretación o aplicación

del presente Convenio y que no puedan resolverse mediante negociaciones dentro de un plazo razonable

serán sometidas a arbitraje a petición de uno de ellos. Si en el plazo de seis meses contados a partir de la

fecha de presentación de la solicitud de arbitraje las partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la

forma de organizarlo, cualquiera de ellas podrá someter la controversia a la Corte Internacional de Justicia,

mediante solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte.

2. Cada Estado, al  momento de firmar, ratificar,  aceptar o aprobar el  presente Convenio o adherirse a él,

podrá declarar que no se considera obligado por el  párrafo 1.  Los demás Estados Partes no estarán

obligados por lo dispuesto en el párrafo 1 respecto de ningún Estado Parte que haya formulado esa reserva.

3. El Estado que haya formulado la reserva prevista en el párrafo 2 podrá retirarla en cualquier momento

mediante notificación al Secretario General de las Naciones Unidas.

 
ARTÍCULO 21.
1. El presente Convenio estará abierto a la firma de todos los Estados desde el 12 de de 1998 hasta el 31

de diciembre de 1999 en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York.

2. El presente Convenio está sujeto a ratificación, aceptación o aprobación. Los instrumentos de ratificación,

aceptación o aprobación serán depositados en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

3. El presente Convenio estará abierto a la adhesión de cualquier Estado. Los instrumentos de adhesión

serán depositados en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.



 
ARTÍCULO 22.
1. El presente Convenio entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que se deposite en poder

del Secretario General de las Naciones Unidas el vigésimo segundo instrumento de ratificación, aceptación,

aprobación o adhesión.

2. Respecto de cada uno de los Estados que ratifiquen, acepten o aprueben el Convenio o se adhieran a él

después de que sea depositado el vigésimo segundo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o

adhesión, el Convenio entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que dicho Estado haya

depositado su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.

 
ARTÍCULO  23. 1.  Todo  Estado  Parte  podrá  denunciar  el  presente  Convenio  mediante  notificación  por
escrito  dirigida  al  Secretario  General  de  las  Naciones  Unidas.
2. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que el Secretario General de las Naciones

Unidas reciba la notificación.

 
ARTÍCULO 24.
El  original  del  presente Convenio,  cuyos textos  en árabe,  chino,  español,  francés,  inglés  y  ruso son

igualmente auténticos,  será depositado en poder del  Secretario General  de las Naciones Unidas,  que

enviará copias certificadas de él a todos los Estados.

 
EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente autorizados por sus respectivos Gobiernos,

han firmado el presente Convenio, abierto a la firma en Nueva York el 12 de enero de 1998.

 
I hereby certify that the
foregoing text is a true copy of

the  International  Convention  for the  Suppression  of  Terrorist Bombings,  adopted  by  the  General

Assembly of the United Nations on 15 December 1997, the original  of which is deposited with the

Secretary-General  of  the United  Nations. For  the  Secretary-General The  Legal  Counsel (Under-

Secretary-General for Legal Affairs) United Nations, New York Organisation des Nations Unies 12 January

1998 New York, le 12 janvier 1998

 



 
PROYECTO DE LEY NUMERO 227 DE 2002
por medio de la cual se aprueba el Convenio Internacional para la Represión de los Atentados Terroristas

Cometidos con Bombas, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el quince (15) de

diciembre de mil novecientos noventa y siete (1997).

 
El Congreso de la República
Visto el texto del Convenio Internacional para la Represión de los Atentados Terroristas Cometidos con

Bombas, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el quince (15) de diciembre de mil

novecientos noventa y siete (1997), que a la letra dice:

(Para ser trascrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del instrumento internacional mencionado).

 
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

 
Bogotá, D. C., 5 de marzo de 2002

 
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Nacional para los efectos constitucionales.

 
 

(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

 
 

El Ministro de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) GUILLERMO FERNÁNDEZ DE SOTO.

 
 
 

DECRETA:

ARTÍCULO 1o.  Apruébase  el  Convenio  Internacional  para  la  Represión  de  los  Atentados  Terroristas

Cometidos con Bombas, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el quince (15) de



diciembre de mil novecientos noventa y siete (1997).

 
ARTÍCULO 2o. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1o. de la Ley 7a. de 1944, el Convenio

Internacional  para la Represión de los Atentados Terroristas Cometidos con Bombas, adoptado por la

Asamblea General de las Naciones Unidas el quince (15) de diciembre de mil novecientos noventa y siete

(1997), que por el artículo 1o. de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se

perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

 
ARTÍCULO 3o. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
 

Dada en Bogotá, D. C., a los..

 
Presentado al honorable Congreso de la República por la suscrita Viceministra de Relaciones Exteriores,

encargada de las funciones del Despacho del Ministro de Relaciones Exteriores.

 
La Viceministra de Relaciones Exteriores, encargada de las funciones del Despacho del Ministro de

Relaciones Exteriores,

 
Clemencia Forero Ucrós.

 
 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
del Proyecto de ley, por medio de la cual se aprueba el Convenio Internacional para la Represión de los

Atentados Terroristas Cometidos con Bombas, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el

quince (15) de diciembre de mil novecientos noventa y siete (1997).

 
Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los artículos 150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la

Constitución Política de Colombia, presentamos a consideración del honorable Congreso de la República el

proyecto de ley por medio de la cual se aprueba el  Convenio Internacional para la Represión de los

Atentados Terroristas cometidos con Bombas, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el

quince (15) de diciembre de mil novecientos noventa y siete (1997).



Como típico instrumento de represión de los actos ilícitos de alcance internacional, el Convenio reprime los

actos terroristas cometidos con bombas según la definición contenida en su artículo 2o.

Para Colombia, el tema abordado por el tratado en cuestión tiene la mayor importancia, no sólo por la

determinación de actuar de conformidad con los requerimientos internacionales en materia de lucha contra

el terrorismo, manteniendo el respaldo y acompañamiento a las acciones internacionales que se adelanten

en materia de lucha contra el terrorismo, sino por la propia problemática colombiana que claramente se

relaciona con lo regulado por el Convenio.

Este es el primer tratado multilateral que se elaboró en el seno del Comité sobre el Terrorismo, establecido

por la Asamblea General de la ONU en 1996. El tratado entró en vigor en mayo de 2001 y lo han ratificado

28 Estados.

Tiene como antecedentes directos las resoluciones de la Asamblea General de la ONU números 49/60 de 9

de diciembre de 1994 y 51/210 de 17 de diciembre de 1996, las Declaraciones de 1994 y 1995 y la

Declaración  de  complementaria  sobre  medidas  para  eliminar  el  terrorismo internacional.  El  Convenio

prohíbe conductas proscritas por el ordenamiento penal colombiano en los artículos 343 (daño en obras de

utilidad  social),  351  (daño  en  obras  o  elementos  de  los  servicios  de  comunicaciones,  energía  y

combustibles) y 359 (empleo o lanzamiento de sustancias u objetos peligrosos).

Colombia no firmó este Convenio, pero tiene la intención de adherir a él de conformidad con lo dispuesto en

su artículo 21.  En el  evento de que el  tratado obtenga la aprobación del  Congreso y sea declarado

exequible por la Corte Constitucional, el Gobierno procederá a depositar ante el Secretario General el

respectivo instrumento de adhesión.

Principales aspectos regulados por el Convenio El Convenio consta de un total de 24 artículos sin título, los

cuales regulan las siguientes materias:

– Una cláusula donde se definen los conceptos de "instalación del Estado", "instalación de infraestructura",

"artefacto explosivo u otro artefacto mortífero", "fuerzas militares de un Estado", "lugar de uso público" y

"red de transporte público".

 

– Define el delito actos terroristas cometidos con bombas para efectos de la aplicación de la Convención.

Los elementos más importantes de esta definición son:

i) El acto delictivo, que consiste en que una persona coloque, arroje o detone un elemento explosivo en

lugares de uso público según la Convención, y



ii)  El  propósito del  acto,  que es el  de causar  la  muerte o graves lesiones personales,  o  causar  una

destrucción significativa del lugar que pueda producir un gran perjuicio económico.

iii) También constituyen un delito según el Convenio, la tentativa, la complicidad y la participación.

–  Tipificación:  Obligación  para  los  Estados  Partes  de  adoptar  las  medidas  legislativas  necesarias  para

tipificar como delito y sancionar con penas acordes con su gravedad, los delitos definidos en la Convención.

– Según el artículo 3 de la Convención, se excluyen de su aplicación los actos de alcance puramente

interno, es decir, aquellos que no tengan repercusiones internacionales directas. Por lo tanto, únicamente si

el presunto delincuente se halla en el territorio de un Estado diferente del Estado en cuyo territorio se

cometió el acto, o si la víctima o el perpetrador son nacionales de otro Estado, la Convención es aplicable al

acto. Sin embargo, incluso en situaciones puramente internas se aplican las cláusulas sobre asistencia

judicial, cooperación e intercambio de información.

– Imposibilidad de justificar los delitos comprendidos por esta Convención por razones de tipo político, filo-

sófico, ideológico, racial, étnico, religioso u otro similar.

– Exclusión de la aplicación de la Convención a actos de naturaleza puramente interna. – Obligación de

investigar los delitos cubiertos por la Convención.

– Cláusulas sobre cooperación y asistencia judicial recíproca, establecimiento y ejercicio de cooperación y

cláusula aut dedere aut judicare, regulando los procedimientos de acuerdo con la normatividad y práctica

colombianas.

–  Los  delitos  de  la  Convención  no  se  considerarán  políticos,  conexos  con  políticos  o  inspirados  por

motivaciones políticas, para efectos de asistencia judicial rec íproca o extradición.

– Podrán invocarse razones de posible discriminación en contra del procesado, para denegar asistencia o la

concesión de extradición. – Se regula el traslado de personas para fines de investigación.

– Medidas preventivas, en particular, medidas legislativas, de intercambio de información, de rastreo a los

explosivos, cooperación y transferencia de tecnología.

– La Convención establece en el artículo 19 que sus normas no menoscabarán los derechos, obligaciones y

responsabilidades de los Estados frente al derecho internacional, en particular los propósitos y principios de

la Carta de la ONU y el  derecho internacional humanitario (DIH).  Esta norma señala además que las

actividades de las fuerzas armadas durante un conflicto armado, de conformidad con el  DIH, que se rijan

por sus normas, no estarán sujetas a este Convenio, como tampoco las actividades realizadas por las

fuerzas militares de un Estado en cumplimiento de sus funciones oficiales en la medida en que se rijan por



el derecho internacional.

– Cláusulas finales.

 
Consideraciones finales
En el nuevo contexto internacional, surgido después de los horrorosos atentados del 11 de septiembre de

2001,  la  comunidad  internacional  se  ha  propuesto  combatir  por  todos  los  medios  el  fenómeno  del

terrorismo y adoptar todas las medidas necesarias para prevenir, reprimir y combatir los actos terroristas,

asegurándose de que las personas involucradas en actos de esa naturaleza sean procesadas y llevadas

ante los tribunales de justicia, con el fin de que puedan ser castigadas por sus acciones.

En el  enfoque adoptado por la comunidad internacional sobresale en primer término la necesidad de

fortalecer el marco jurídico internacional existente en materia de lucha contra el terrorismo internacional, lo

cual explica el llamado que han efectuado tanto el Consejo de Seguridad como la Asamblea General de las

Naciones Unidas para lograr la universalización progresiva de los tratados que se han celebrado sobre el

particular, entre los cuales se encuentra el Convenio de 1997, que hoy se somete a la consideración del

órgano legislativo.

Este  tratado  busca  prevenir,  sancionar  y  eliminar  los  actos  terroristas  cometidos  con  bombas,  que

constituye una de las prácticas terroristas más graves, que dan lugar a acciones como los atentados del 11

de  septiembre  o  como  algunas  de  las  que  han  ocurrido  en  Colombia.  Esto  lo  hace,  sin  embargo,

reconociendo el principio de soberanía de los Estados, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas.

Es importante resaltar que el Gobierno de Colombia entiende que ninguna de las disposiciones de este

Convenio  afecta  las  obligaciones  y  facultades  convencionales  que  tiene  el  Estado  en  virtud  de  las

disposiciones señaladas en los tratados de Derecho Internacional Humanitario, de los cuales Colombia es

Parte, y así lo pondrá en conocimiento del Depositario; igualmente, que varias entidades del Estado han

coincidido en la importancia de que Colombia se haga parte de este instrumento.

Teniendo en cuenta lo anterior, el Gobierno Nacional, a través de la Viceministra de Relaciones Exteriores,

encargada de las funciones del Despacho del Ministro de Relaciones Exteriores, somete a consideración del

honorable  Congreso  de  la  República  el  Convenio  Internacional  para  la  Represión  de  los  Atentados

Terroristas Cometidos con Bombas, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el quince

(15) de diciembre de mil novecientos noventa y siete (1997).

 
De los honorables Congresistas,



La Viceministra de Relaciones Exteriores, encargada de las funciones del Despacho del Ministro de

Relaciones Exteriores,

Clemencia Forero Ucrós.

 
 

LEY 424 DE 1998

(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales suscritos por Colombia.

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

ARTÍCULO 1o. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará anualmente a las Comisiones

Segundas de Relaciones Exteriores de Senado y Cámara y dentro de los primeros treinta días calendario

posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un informe pormenorizado acerca de cómo

se están cumpliendo y desarrollando los convenios internacionales vigentes suscritos por Colombia con

otros Estados.

 
ARTÍCULO  2o.  Cada  dependencia  del  Gobierno  Nacional  encargada  de  ejecutar  los  Tratados

internacionales de su competencia y requerir la reciprocidad en los mismos, trasladará la información

pertinente al Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

 
ARTÍCULO 3o. El texto completo de la presente ley se incorporará como anexo a todos y cada uno de los

Convenios  internacionales  que  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  presente  a  consideración  del

Congreso.

 
ARTÍCULO 4o. La presente ley rige a partir de su promulgación.
 

El Presidente del honorable Senado de la República,



AMYLKAR ACOSTA MEDINA.

 
El Secretario General del honorable Senado de la República,

PEDRO PUMAREJO VEGA.

 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

CARLOS ARDILA BALLESTEROS.

 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

DIEGO VIVAS TAFUR.

 

 
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

PUBLÍQUESE Y EJECÚTESE.

Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

 
ERNESTO SAMPER PIZANO

 
La Ministra de Relaciones Exteriores,

MARÍA EMMA MEJÍA VÉLEZ.

 
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

 
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

 
Bogotá, D. C., 5 de marzo de 2002.

Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Nacional para los efectos constitucionales.

 
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

 
 



El Ministro de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) GUILLERMO FERNÁNDEZ DE SOTO

 

 
 

DECRETA:

 
ARTÍCULO 1o.  Apruébase  el  "Convenio  Internacional  para  la  Represión  de  los  Atentados  terroristas

cometidos con bombas, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el  quince (15) de

diciembre de mil novecientos noventa y siete (1997)".

 
ARTÍCULO 2o. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1o. de la Ley 7a. de 1944, el "Convenio

Internacional  para la  Represión de los  Atentados terroristas  cometidos con bombas,  adoptado por  la

asamblea general de las Naciones Unidas el quince (15) de diciembre de mil novecientos noventa y siete

(1997)", que por el artículo 1o. de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se

perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

 
ARTÍCULO 3o. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
 

El Presidente del honorable Senado de la República,

LUÍS ALFREDO RAMOS BOTERO.

 
El Secretario General del honorable Senado de la República,

EMILIO RAMÓN OTERO DAJUD.

 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

WILLIAM VÉLEZ MESA.

 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

ANGELINO LIZCANO RIVERA.

 



 
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE. EJECÚTESE,

previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al artículo 241-10 de la Constitución Política.

Dada en Bogotá, D. C., a 1o. de abril de 2003.

 
 

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

 
 

La Ministra de Relaciones Exteriores,

CAROLINA BARCO ISAKSON.

 
 
 

 


